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Limitaciones del enfoque de gestión 
estratégica en el sector público

Este artículo examina las limitaciones que la gestión estratégica ha tenido en 
el sector público para mejorar el desempeño y promover resultados en diversas 
organizaciones estatales. El problema está más allá de las dificultades para medir 
el desempeño e identificar resultados con imparcialidad en el sector público, y se 
asocia  con un débil enfoque acerca de la naturaleza de lo “público” y sobre cómo 
se implementan las políticas públicas en las organizaciones gubernamentales.
 Se presentan las características de enfoque convencional de gestión es-
tratégica y se analizan los problemas al importar acríticamente el modelo del 
sector privado sin reconocer el carácter político de las organizaciones públicas 
y de su contexto, y que sus resultados se inscriben en el marco de las políticas 
públicas. Asimismo, se afirma que la implementación de sus estrategias se da en 
el marco de redes organizacionales y que la distinción entre la formulación y la 
ejecución no es siempre nítida.

Palabras clave: gestión estratégica; gestión pública; mejora del desempeño; polí-
ticas públicas; implementación

Limitations of the Strategic Management Approach in the Public Sector

This article examines the limitations that strategic management has had in the public 
sector to improve the performance and promote results in various state organizations. 
The problem is beyond the difficulties to measure the performance and identify results 
with impartiality in the public sector; rather, it is associated with a weak vision about 
the nature of the “public” sphere, and with how public policies are implemented in 
government organizations.
 The characteristics of the conventional approach in strategic management are 
presented, and the problems of importing acritically the private sector model without 
recognizing the political character of public organizations and their context, along with 
the public policy framework in which its results are inscribed, are analyzed. Likewise, 
the article claims that the implementation of their strategies happens in the organizatio-
nal network context, and that the distinction between formulation and execution is not 
always clear. 
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1. Introducción

La gestión estratégica ha sido un instrumento estándar en la caja de herramientas del 
sector público en los últimos 30 años, aunque en América Latina su uso es más reciente. 
Sin embargo, su utilidad para impulsar la gestión de las organizaciones públicas y el logro 
de resultados no ha sido claramente demostrada (Bryson y otros 2010; Poister y otros 
2010). Algunas dificultades sobre cómo definir y medir el desempeño en el sector público 
y el carácter multidimensional de los factores que afectan la mejora del desempeño son 
indudablemente parte de la explicación. No obstante, un débil enfoque teórico acerca de la 
naturaleza de lo público y sobre cómo se implementan las políticas públicas en las organi-
zaciones gubernamentales es subrayado como el problema principal del enfoque conven-
cional en gestión estratégica.
 Tratando de entender esta aparente debilidad, el presente trabajo analiza primero 
las principales características de esta herramienta y la promesa implícita en su aplicación 
con respecto a las mejoras organizacionales, en particular el establecimiento de las decisio-
nes institucionales de largo plazo. A continuación, se evalúan los principales factores que 
pueden explicar una débil correlación entre el uso de este instrumento y el aumento del 
rendimiento en las organizaciones públicas (OP). La tercera sección analiza cómo el enfo-
que convencional tiene fallas en algunos supuestos básicos tomados del sector privado y 
se proporciona un punto de partida alternativo. Las secciones siguientes analizan a su vez 
las principales dificultades de este enfoque en el momento de la implementación. Final-
mente, la conclusión resume los principales hallazgos.

2. Las promesas y debilidades de una herramienta

El enfoque convencional en gestión estratégica enfatiza la naturaleza secuencial del pro-
ceso reconociendo tres grandes fases/etapas: planificación/formulación, implementación 
y evaluación. En la inicial, los críticos primeros pasos dedicados al análisis del entorno 
externo e interno permiten la definición de los objetivos y metas de una OP1 (Bryson 2011; 
Moore 2000). Esta importancia de la planificación es bien sintetizada en la famosa defini-
ción de Bryson, que dice que ella es: “un deliberado y disciplinado esfuerzo para producir 
decisiones y acciones fundamentales que den forma y guía sobre lo que una organización 
es, qué hace y por qué lo hace” (2011: 7-8). El supuesto es que esta etapa establece la 
trayectoria de los esfuerzos de la organización hacia el logro de las metas, proveyendo con-
sistencia a las acciones y considerando el impacto de las restricciones externas e internas 
en su desempeño (Boyne y Walker 2010: 186).
 En este sentido, la planificación sería la base reflexiva de la gestión estratégica 
que une un plan con su implementación en la organización, ampliando la atención al moni-
toreo de la ejecución, la gestión presupuestal, la medición del desempeño y la evaluación 

1. En dicho enfoque hay dos aproximaciones alternativas en la secuencia de la planificación. En la primera, se realiza 
inicialmente un análisis del entorno interno y externo para luego definir o ajustar la misión y su dirección (misión); 
mientras que en el otro se parte de la definición estratégica para seguidamente analizar el entorno. Como se verá más 
adelante, en el sector público estas definiciones surgen en el contexto de la OP, en el marco de redes de políticas 
públicas que operan bajo lógicas políticas.
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(Poister y Streib 1999; Poister y otros 2010). Aplicado correctamente este proceso, fortale-
cería dos dimensiones esenciales interconectadas: fortalecer la capacidad de la organiza-
ción y mejorar el desempeño, especialmente de aquellos vinculados al impacto final de su 
acción (Poister y otros 2010; Poister y Streib 2005).
 En la primera dimensión, estarían incluidos elementos como fortalecer la relación 
con los actores involucrados (Rainey 2009; Boyne and Walker 2004); promover un liderazgo 
efectivo (Bryson 2011); atraer mayor apoyo político a la organización (Bryson 2012; Llewe-
llyn y Tappin 2003); mejorar el proceso de toma de decisiones (Walker 2013; Bryson 2011) y 
el pensamiento estratégico (Bryson y otros 2010; Lietdtka 1998). En la segunda dimensión, 
están directamente envueltos la mejora de los bienes y servicios públicos al optimizar su 
calidad, la satisfacción de los beneficiarios o el aumento de la productividad (Fukuyama 
2014; World Bank 2012).
 Sin embargo, aunque el uso de la gestión estratégica ha crecido desde la década 
de los 80 de la mano de las reformas de la Nueva Gestión Pública (NGP), introduciendo 
conceptos de mercado y prácticas para mejorar el gobierno (Pollitt y Sand 2011; Dunleavy 
y otros 2006), su repercusión en el desempeño organizacional está débilmente correlacio-
nado (Poister y otros 2010). En otras palabras, su impacto en el desempeño no tiene una 
validación consistente y verificable entre diferentes tipos de OP. Los datos obtenidos prin-
cipalmente a través de encuestas de percepción a autoridades locales británicas (Boyne y 
Walker 2010; Walker y otros 2010; Meier y otros 2010; Andrews y otros 2009) y gobiernos 
locales estadounidenses (Poister y Streib 2005) no son concluyentes2.

3. Algunas causas que explican una relación elusiva

Cuán elusiva es la relación entre la gestión estratégica y el desempeño organizacional en el 
sector público está determinado por factores entrelazados. El primero es la inherente difi-
cultad para definir y medir el desempeño; el segundo es el carácter multidimensional sobre 
el que se fundamenta la mejora del desempeño; y, finalmente, un malentendido conceptual 
en el enfoque convencional de gestión estratégica con dos dimensiones interrelacionadas. 
Este último es el objeto central del presente artículo.

 Ciertamente, un aspecto del problema es la variedad de opciones y la ambigüedad 
que tiene la medición del desempeño en el sector público (Moynihan 2008). Aquí no se 
dispone de indicadores discretos asociados con la participación de la empresa en la cuota 
de mercado o el beneficio obtenido para los accionistas. Variados desafíos surgen si la infor-
mación del desempeño en la OP se relaciona con la medición de los impactos esperados, 
productos, la eficiencia (productividad) o con insumos tales como presupuesto, cantidad de 
personal, equipamiento, etc. (Heinrich 2012). 
 La complejidad de estos desafíos se vincula a si la información para la planificación 
estratégica está basada en datos administrativos o en encuestas, midiendo niveles de sa-

 2. Como Hendrick (2010: 223) sugiere, estas encuestas que investigan el uso y el impacto de esta herramienta no 
permiten precisar si realmente se hace una aplicación sistemática y rigurosa del método de planificación estratégica 
o si son someros ejercicios de FODA de una sesión. Estudios en profundidad basados en estudios de caso son 
poco frecuentes y no recogen la experiencia de diferentes OP operando en contextos diversos. En español no se 
han encontrado estudios sistemáticos que establezcan una relación entre mejora del desempeño y el uso de la 
herramienta en el sector público.
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tisfacción de actores internos o externos; y si están focalizados en eficiencia o efectividad 
(Andrews y otros 2010). Walker y otros (2015) sugieren que marcadas diferencias en las 
percepciones pueden ser observadas entre funcionarios de la organización, los ciudadanos 
o reguladores. La controversia entre los actores involucrados con diversos intereses alcan-
za aún la definición misma acerca de qué indicadores son útiles para medir qué resultados. 
Van Dooren y otros (2010) y Rainey y Jung (2015) argumentan que estas características son 
inherentes a la dificultad para evaluar “objetivamente” los servicios y la acción pública.
 Por otro lado, la mejora del desempeño depende de la comprensión sobre qué 
factores causales, además de la planificación, están asociados a esta. Sin embargo, no 
existe una forma sencilla de separar los efectos de varios factores interrelacionados. Algu-
nas variables se relacionan con el contexto institucional en el que opera una OP, mientras 
que otras están asociadas a variables internas. A menudo, ambas están fuera del control 
de los directivos de la organización en el mediano plazo y, en consecuencia, del ámbito de 
aplicación de una planificación estratégica.
 Las primeras son, por ejemplo, el nivel de apoyo de las autoridades políticas del go-
bierno con respecto a los objetivos de la OP y los recursos que normalmente tienen asignados 
(Poister y otros 2010); cuán centralizada es la estructura y relaciones de poder en el Estado 
en la que opera la OP (O’Toole y Meier 2015); la intensidad de las demandas y expectativas 
ciudadanas frente a temas del sector o la OP; la velocidad e impredictibilidad de los cambios 
de contexto sectorial en el que actúa (O’Toole y Meier 2015; Andrews 2009) ; y la diversidad y 
número de actores involucrados que participan en la política pública vinculada a la OP. 
 Las variables internas están asociadas a cuán centralizadas o jerárquicas son sus 
estructuras organizativas; a si la cultura del trabajo es receptiva a los cambios y está orienta-
da a resultados (Boyne y Walker 2010); a la complejidad de los procesos de trabajo (Boyne y 
Walker, 2004); a la mayor o menor presencia en la organización de funcionarios del servicio 
civil o profesionales (Echebarría 2007); y al nivel de rotación de personal que puede hacer 
perder experiencia vital (Walker y otros 2015).
 Sin embargo, como se afirmó, los factores primarios que explican la débil correla-
ción con el desempeño organizacional constituyen dos dimensiones propias de la gestión 
estratégica: a) una teoría débil con respecto a cómo funciona una OP como parte del Esta-
do, que se analiza en las siguientes dos secciones; y b) un enfoque que concibe la formu-
lación y ejecución como etapas separadas de la gestión estratégica y no como momentos 
entrelazados, interactivos de un proceso continuo, tratado en las secciones finales.

4. Una herramienta sin un marco teórico apropiado

La gestión estratégica es una herramienta basada en modelos lógicos que formalizan una 
relación causal entre el contexto y los insumos, recursos, procesos internos, productos 
e impactos que produce la acción de una OP3. Cuando esta información es recolectada y 
analizada permite tanto la generación de estrategias como un conocimiento significativo, 

3. Estos modelos usualmente se presentan bajo la forma de diagramas que establecen una secuencia y una relación 
entre los elementos mencionados de la organización y su entorno. Un ejemplo se observa en el anexo.
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que permite “atar los cabos” estableciendo las conclusiones y cursos de acción necesarios 
(Mintzberg 1994).
 Sin embargo, todos estos modelos tienen algunos supuestos comunes, que se 
pueden resumir en que las diferencias entre el sector público y el privado son triviales o, si 
son sustanciales, son restricciones que deben superarse moviendo la gestión pública a un 
enfoque de negocios como el del sector privado (Rainey 2009; O’Toole y Meier 2015). En 
este enfoque, la premisa es que existe un comportamiento organizativo genérico que per-
mite pensar una teoría de las organizaciones de aplicación general que, históricamente, se 
ha centrado en aportes conceptuales del sector privado. No obstante, como señala Sayre, 
lo público y lo privado, en términos de organizaciones, “son iguales pero en aspectos poco 
importantes” (Allison 1994: 16). Stone y otros (1999) subrayan algunas diferencias clave 
ligadas a cómo se gobiernan las organizaciones, la definición de sus objetivos/misión y su 
desempeño, y los mecanismos bajo los que se financian.
 Este enfoque convencional tiene un núcleo de cuatro supuestos estrechamente 
entrelazados. El primero remarca que la estrategia es una competencia entre organiza-
ciones por recursos escasos que maximizan su ventaja competitiva en un juego de suma 
cero; mientras el segundo destaca que en dichas organizaciones los tomadores de de-
cisiones son individuos racionales que definen  objetivos entre un conjunto de opciones 
seleccionadas técnicamente (Worth 2014; David 2011; William y Lewis 2008; Eppink y De 
Wall 2001). En tercer lugar, la alineación de la organización a su entorno es percibida como 
un mecanismo de ajuste acorde con un patrón socioeconómico darwinista (Breslin 2011) 
requerido para sobrevivir y desarrollarse (Miles y Snow 1978; Porter 1996). Finalmente, es 
consustancial a esta perspectiva considerar como unidad primaria de análisis a la organi-
zación, tomando la idea del sector privado de que las empresas operan individualmente o 
como líneas de negocios dentro de corporaciones.
 Ciertamente, este enfoque aplicado a las OP plantea algunas ambigüedades y 
contradicciones visibles. Por ejemplo, los bienes y servicios públicos entregados a menudo 
se analizan como si estuvieran “despolitizados” y solo se centraran en el logro de metas de 
gestión, como lo reflejan Llewellyn y Tappin (2003) y Joyce (1999). En este sentido, su rol 
con respecto a fortalecer/debilitar la democracia, la legitimidad y las relaciones de poder en 
las relaciones Estado-sociedad quedan fuera de una mirada focalizada en la economía y la 
eficiencia. Así, dimensiones relevantes para medir el desempeño de una OP como la equi-
dad, la imparcialidad o su capacidad de respuesta con la que brindan sus bienes y servicios 
quedan excluidas (Christensen y Laegreid 2007).
 Como Steward (2004) agudamente observa, dichos servicios públicos a menudo 
se entienden vagamente como enmarcados dentro de políticas públicas4 y desarrollándose 
en entornos políticos5. Más aún, sus objetivos se miran ocasionalmente como una función 
exógena determinada por “los deseos [y] los mandatos de las prioridades políticas del go-

4. Es la adaptación del concepto de “policy” que no tiene una traducción directa al español y que es a veces con-
fundida con “política” que es un concepto polisémico en español. Aquí política pública se entiende como la acción 
gubernamental desarrollada para dar solución a un asunto público (Guerrero 1993).
5. El término política se utiliza aquí en un  sentido más restringido, para referirse a la práctica del poder dentro de 
la administración pública, en términos de la toma de decisiones, su implementación, financiamiento y las medidas 
tomadas para su aplicación efectiva. 
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bierno de turno” (Walker 2013: 676) o, a veces, de forma endógena como las empresas lo 
hacen y como la anterior cita de Bryson nos recuerda.
 Por ello, los estudios de caso evaluados con frecuencia se centran en agencias 
públicas, en particular en aquellas que tienen cierto grado de autonomía de la presión polí-
tica y que brindan servicios cuasi públicos6 (Joyce 1999). Ello es especialmente notorio en 
la literatura especializada en inglés. Esta perspectiva es coherente con la NGP que destaca 
una clara separación de dimensiones política/política pública de la de administración, visua-
lizando a los políticos como una interferencia para una gestión más técnica por parte de 
gerentes públicos (Pollitt y Sand 2011).
 Este marco ha dado lugar a traducciones sobresimplificadas de estrategias del 
sector privado, como la aplicación del modelo de las cinco fuerzas de Porter (Vining 2011; 
Boehm 1996) o el de las competencias básicas (Worthington 2009), que poco aportan al 
pensamiento y acción estratégica en el sector público. Incluso modelos adaptados más cui-
dadosamente, como el concebido por Boyne y Walker (2004) y luego probado por Meier y 
otros (2010), Walker (2013), y Poister (2011), no han establecido vínculos importantes entre 
la gestión estratégica y el rendimiento en agencias estatales.
 ¿Están estos supuestos reflejando apropiadamente cuál es rol del Estado y cómo 
el sector público y sus organizaciones realmente operan? ¿Puede un alto funcionario públi-
co diseñar estrategias utilizando un marco analítico con taxonomías incoherentes derivadas 
del mundo de la empresa?

5. “Público” es un adjetivo muy importante para las estrategias en el sector público

El enfoque convencional descrito anteriormente es muy diferente al de pensadores clási-
cos como Wilson (1887), Weber (1964), Lasswell (1951), Lindblom (1979) y Waldo (1955). 
Todos ellos concuerdan en tres aspectos esenciales con respecto a las OP: i) la gestión 
pública está fuertemente vinculada al proceso político; ii) el proceso de las políticas públicas 
es una característica definitoria de las OP; y iii) estas organizaciones son elementos de una 
red, a veces fragmentada, llamada Estado y deben entenderse en ese contexto. Para desa-
rrollar estas afirmaciones, que vinculan la gestión de las OP con las dimensiones política y 
de política pública, y luego abordar los cuatro supuestos citados de la gestión estratégica, 
se necesita aclarar previamente algunos conceptos básicos.
 Las funciones básicas del Estado y su relación con la sociedad no tienen un carácter 
universal y pueden ser determinadas por las tradiciones administrativas -anglosajona, napoleó-
nica, etc. (Painter y Peters 2010)- o por su nivel de intervención siguiendo modelos como el 
Estado de Bienestar o Estado Competitivo (Evans y Cerny 2003; Jessop 1999). Según varios au-
tores (Davis y Moore 1945; Le Galès 2010; Fukuyama 2014), estas funciones serían la aplicación 
efectiva de las leyes, asegurar el bienestar y la seguridad a través de la prestación de servicios 
públicos, la regulación de la actividad privada y dirimir los intereses en conflicto  en la sociedad.

6. Ejemplos comunes de bienes cuasi públicos son el uso de  autopistas, el aseo urbano, las viviendas subvenciona-
das o servicios de salud y educación.
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 Para cumplir con estas funciones son implementadas políticas públicas con el fin 
de abordar un problema de interés colectivo en un sector y/o territorio en particular, y son 
la materialización de un compromiso político que espera alcanzar ciertos resultados (Thoe-
ning 2009). Estos resultados -incluso los imprevistos- son el impacto de un conjunto de 
productos, en términos de bienes y servicios públicos, normas y reglamentos, producidos 
por una OP que opera individualmente o en una red de políticas públicas. Estas redes están 
principalmente compuestas por otras organizaciones públicas y actores privados y sociales 
con diferentes roles (Rhodes 1997).
 Para darle soporte a dichas funciones, el aparato del Estado -una macro organi-
zación política- está integrado por una extensa red de OP que cumplen diferentes tareas 
(Jessop 1990), que incluyen más de 87 000 en sistemas federales como el de Estados Uni-
dos de Norteamérica (Raadschelders 2011: 84) y sobre las 2 100 en sistemas unitarios de 
un país como Perú (PCM). Algunas están focalizadas en la provisión de bienes y servicios a 
los ciudadanos, regular organizaciones privadas, transferir recursos y subsidios, recolectar 
impuestos o supervisar la acción pública (Dunleavy 1989). Otras, tales como ministerios del 
nivel central o provincial/regional, están a cargo de diseñar políticas públicas, coordinando 
y supervisando su cumplimiento. En países donde el proceso de creación de agencias 
autónomas fue más radical -países anglosajones-, la división del trabajo entre aquellos que 
“dirigen y reman” es más clara, mientras que en el resto del mundo ambas funciones se 
superponen en los grandes y clásicos ministerios sectoriales.
 El concepto de gobierno es el principio organizador que guía el funcionamiento 
de este conjunto de OP, entendido como “los procesos institucionales a través de los cua-
les decisiones colectivas vinculantes son tomadas dentro de un Estado-nación” (Heywood 
2007: 19). Los gobiernos a su vez están modelados por estructuras constitucionales con 
sistemas federales o unitarios, y con regímenes políticos que pueden ser democráticos o 
autoritarios. En los democráticos, existen sistemas presidenciales y parlamentarios, tenien-
do los últimos mecanismos consensuales o de confrontación para procesar sus decisiones 
(Hendricks 2010).
 Estas configuraciones políticas y organizativas que muestran la complejidad exis-
tente en cada país se desarrollan en diferentes sectores a diferentes ritmos y marcan deci-
sivamente las  estrategias en el sector público.
 Ahora, teniendo un marco básico que describe cómo las OP operan dentro de un go-
bierno, se pueden abordar de mejor manera los supuestos de la planificación estratégica citados.
 En primer lugar, parece desequilibrado basar solo en la competencia las estra-
tegias públicas cuando, tanto la dinámica que les rodea como sus objetivos, están más 
cerca de los enfoques de colaboración y en consecuencia embarcados en juegos no de 
suma cero (Brown 2010). Por ejemplo, ¿operan en un entorno competitivo y en busca 
de una ventaja competitiva una oficina de impuestos internos como la Superintendencia 
Nacional de Administración Tributaria (SUNAT) o el Ministerio de Justicia y un Gobierno 
Regional? En el sector público, tratando de resolver problemas societales, probablemente 
son necesarios marcos teóricos que expliquen concurrentemente enfoques colaborativos 
(cooperativos) y competitivos (Lichbach 1996). Para una OP, la cooperación frecuentemente 
es una estrategia para obtener ventaja política, conseguir recursos adicionales, resolver 
objetivos de política pública o simplemente útil para obedecer un mandato legal (Weiss 
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1987). Evidentemente, una OP que provee bienes cuasi públicos y funciona en un contexto 
comercial necesita estrategias competitivas, pero simultáneamente puede jugar con reglas 
más cooperativas con otros actores gubernamentales que son también parte de su entorno 
inmediato7.
 En segundo lugar, no es habitual que la gestión estratégica, en cuanto a los pro-
cesos de toma de decisiones internas, conduzca a una OP a la definición de objetivos de 
largo plazo como en el mundo privado (Steward 2004). La ley define el propósito de las 
organizaciones gubernamentales y sus énfasis específicos son delineados por políticas 
públicas establecidas por actores políticos con esta función dentro del aparato estatal (los 
ministerios, el poder legislativo, un alcalde en su competencia, etc.) y son la expresión de 
una acción colectiva enmarcada por una racionalidad limitada (Simon 1972).
 Aquí los objetivos organizacionales y los objetivos de política pública son la encar-
nación de las demandas sociales procesadas y negociadas por el sistema político, siguien-
do a menudo un mecanismo incremental (Lindblom 1979), en lugar de individuos racionales 
dentro de una organización. Esto no es contradictorio con que algunos parámetros de los 
bienes y servicios como calidad, costo y beneficiarios, estén sujetos a negociación de la OP 
y sus directivos  con un ministro y/u otros actores dentro de una red de políticas públicas.
 En cuanto al tercer supuesto, es bueno preguntarse si el nivel apropiado de aná-
lisis para la gestión estratégica en el sector público es siempre una OP individualmente 
concebida. Si el comportamiento de una organización está influido por las oportunidades 
y limitaciones del contexto sobre sus objetivos y sus variables internas (Johns 2006), en 
este sector las dimensiones política y de política pública son determinantes en la gestión 
estratégica y éstas funcionan en el marco de redes.
 Habitualmente, la estrategia de una OP es la consecuencia de una política pública, 
la relación política con su red de actores y aquellos organismos estatales que controlan su 
acción y luego de su equipo directivo. Estas relaciones tienen lugar en el marco de una es-
tructura de poder político concentrada o dispersa que es relevante para la definición de una 
estrategia con respecto a la negociación de recursos y fondos, así como rendir cuentas a di-
ferentes instancias supervisoras. Por tanto, sistemas unitarios o federales, parlamentarios 
o presidenciales, tienen un impacto en el grado de fragmentación de la estructura de poder 
y los procesos de aprobación y supervisión que marcarán la  evolución de la estrategia de 
una OP (O’Toole y Meier 2015: 242). 
 Por consiguiente, una mejor perspectiva para la comprensión del proceso de la estrate-
gia en el sector público sería un nivel intermedio de análisis, en lugar de centrarse en una orga-
nización, que solo es una vista parcial de un fenómeno más complejo. Un enfoque más integral, 
entendiendo que las políticas públicas se forman y se implementan en redes de organizaciones 
(Devereaux y otros 2011; Johansson 2014) que operan dentro estructuras políticas y procesos de 
aprobación determinados, sería más útil para pensar estratégicamente cursos de acción en el 
sector público en general y en una OP, en particular.

7. De hecho, estas lógicas también operan en el sector privado, por ejemplo en las alianzas globales entre aerolíneas  
o la nueva organización productiva de las cadenas globlales de valor.
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 Dicho rápidamente, la estrategia de una organización gubernamental está generalmen-
te subsumida por una mayor, con dimensiones asociadas a políticas públicas, y opera bajo una 
lógica política. Tal cosa no existe en el sector privado y, por tanto, requiere otro marco analítico.
 Finalmente, la alineación de una OP al contexto se puede entender como la bús-
queda de legitimidad formal dentro de la red de políticas públicas en la que opera y sus 
instancias políticas de control, y no obligatoriamente en búsqueda del acceso a mayores re-
cursos. Al respecto, su meta sería la alineación del impacto de su acción o de sus servicios 
con los valores y expectativas de las autoridades políticas y actores de su red de políticas 
públicas (Stillman 1974). Si esto no se logra, una opción estratégica es mostrar que la OP 
está en camino de desarrollar las capacidades para alcanzarlos (Andrews 2013). Los “ma-
los” resultados en políticas públicas tienen un impacto sobre el sistema político y, a través 
de instancias como los ministerios o legislaturas, esto se traslada sobre la OP concernida, 
sus altos funcionarios y su estrategia. Las OP no quiebran, pierden legitimidad.
 Si estas afirmaciones fueran correctas, el rendimiento y la estrategia general de una 
organización estatal estarían relacionados con tres estrategias específicas interconectadas y 
que podrían ser mejor estudiadas desde un nivel de análisis intermedio: una estrategia política, 
una estrategia de política pública y una estrategia organizacional. Sin embargo, esta perspectiva 
está completamente ausente del enfoque convencional en el uso de la herramienta y refleja el 
déficit en la teorización de la gestión estratégica en el sector público.

6. La implementación no es automática ni su contingencia 

La segunda dimensión sobre la que el enfoque convencional presenta insuficiencias es su 
perspectiva sobre la implementación. El punto aquí es: ¿se puede concebir la implementa-
ción como una fase separada, operando en una secuencia lineal a la formulación y teniendo 
lugar predominantemente dentro de una OP?
 La bibliografía en gestión estratégica (David 2011; Boyne 20118) entiende la imple-
mentación como una “traducción” de la estrategia que, reconociendo las particularidades 
de la estructura organizativa, el sistema de control interno y la cultura organizativa, ejecuta 
actividades que apuntan a alcanzar los objetivos y metas formuladas. Esta etapa es consi-
derada la más compleja9 del proceso de gestión estratégica y conlleva habitualmente cam-
bios organizacionales en la o las OP “implementadoras”. Estos pueden ser de naturaleza 
diversa, como ajustes a los procedimientos de gestión vigentes, a los instrumentos de polí-
tica pública utilizados, a la introducción de nuevas tecnologías, a la modificación del sistema 
de monitoreo o arreglos a diversos aspectos inter o intraorganizacionales. Dichos cambios, 
en última instancia, afectan cómo los funcionarios actúan individualmente y colectivamente 
o cómo las organizaciones interactúan; en otras palabras, introducen un cambio en el propio 

8. Ver por ejemplo Boyne (2011: 286-316) y Davis (2011: 210-248).
9. Considerada como la etapa más compleja, con mayores vaivenes y más prolongada es, paradójicamente, la que 
cuenta con el menor desarrollo conceptual tanto desde el enfoque convencional de gestión estratégica como  en el 
de políticas públicas. Para un ejemplo simplemente gráfico, ver en anexo los modelos lógicos de Davis y Boyne en los 
que se observa un menor nivel de formalización y desarrollo conceptual de la etapa mencionada.
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comportamiento, práctica e interacciones de los implementadores (Banco Mundial 2012), 
así como en la del grupo objetivo de la política pública10.
 Sin embargo, el elemento medular a subrayar es que la implementación incorpora 
nuevos actores, espacios de interacción y procesos decisorios que no necesariamente 
estuvieron envueltos en la formulación original de la estrategia (Meny y Thoenig 1992) y 
que, con frecuencia, son profundamente políticos. Esto produce eventualmente efectos 
no previstos en el enunciado de la política pública, en la formulación de la estrategia y sus 
resultados esperados. Su materialización es una serie de decisiones operativas y acciones 
que buscan hacer efectiva la decisión tomada por una autoridad política superior y en la 
que suelen interactuar también actores no gubernamentales (Winter 2012; Lester y Goggin 
1998). Su ejecución transforma la intención de la política pública y su programación opera-
tiva en un conjunto de reglas, rutinas y procesos sociales soportados por recursos financie-
ros que convierten la intención en acción: en bienes y servicios públicos y/o regulaciones.  
Este proceso es la esencia de lo que se denomina implementación (O´Toole 2012).
 En el sector público es reconocido desde hace largo tiempo11 (Pressman y Wilda-
vsky 1984) que los objetivos e intenciones originales de los decisores en el momento de 
la formulación se ven habitualmente alterados durante la implementación. Como señalan 
Winter (2012) y Grindle (2009), la brecha de implementación es la diferencia entre lo formu-
lado, materializado en el marco normativo y su respectivo plan estratégico, y lo concretado 
en la práctica. A veces, esta brecha puede ser reducida o puede ser enorme, una de cuyas 
expresiones adversas más extremas es la no ejecución de un programa o proyecto público 
(Grindle 2009). Como sutilmente señala esta autora, esta divergencia no siempre es nega-
tiva, pero sí es normalmente imprevisible desde la perspectiva de aquellos que formulan el 
plan, sus metas, actividades y presupuestos. 
 ¿Por qué surge esta brecha luego de haber realizado un ejercicio de planificación 
estratégica? Hay una diversidad de variables concernidas (Goggin y otros 1990) que pueden 
asociarse a tres grandes dimensiones sometidas a la contingencia: i) la falta de objetivos 
claros o valores congruentes en los mandatos de una OP y/o en la política pública a im-
plementar que deja espacio para la interpretación; ii) la dificultad para entender el rol que 
juega la discrecionalidad y la motivación entre los funcionarios a cargo de su ejecución; iii) 
la importancia creciente que tiene en la implementación una larga cadena de interacciones 
entre múltiples actores en la producción y provisión de bienes y servicios (Mégie 2012; 
Grindle 2009; Barrett 2004).
 Un cuarto elemento que no se considera aquí, ya que se asume la existencia de un 
proceso de planificación estratégica con una base técnica mínima, es la implementación de 
políticas con un sustento técnico débil y sin una relación causal sobre el problema público 
que se aborda. No obstante, y como lo señalan diversos estudios (Kaufmann y otros 2015; 
Banco Mundial 2010; Grindle 2009), este fenómeno es aún prevalente en la gestión de 
diversas políticas públicas en la región.

10. Considérese el efecto sobre la conducta de usuarios y ciudadanos como la introducción del uso del cinturón de 
seguridad o la regulación sobre la prohibición de fumar en recintos públicos.  
11. Al menos desde inicios de los años 70, con la publicación original de Pressman y Wildavsky (1973). Aquí se con-
sultó la tercera edición de 1984.
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 Las dificultades del enfoque convencional para abordar estas tres dimensiones 
están asociadas con una perspectiva prescriptiva “de arriba hacia abajo” sobre cómo de-
bería operar el Estado y sus organizaciones. Se remarca la distinción entre el “estamento” 
político que toma decisiones y uno administrativo que se encarga de ponerlas en operación 
basado en una visión piramidal y jerárquica en la relación entre las OP y al interior de estas 
(Weber 1964; Wilson 1887).
 Aquí se privilegia la importancia de la toma de decisión y la formulación por sobre 
la implementación y se observa el proceso general de gestión como una secuencia lineal no 
sujeta a interacciones sustantivas hasta su finalización y evaluación12 (Hassenteufel 2009: 
28-33). La puesta en operación sería el mundo de la racionalidad técnica y la selección de 
los instrumentos apropiados -cuando no exclusivamente de su aplicación- para los objeti-
vos de política pública determinados. Además, siguiendo el modelo de Elección Pública13, 
supone que dichos objetivos y los instrumentos seleccionados son racionales y explícitos, 
lo que facilita el control del desempeño de los implementadores y de los resultados finales.
 Así, la ejecución fluiría a través de una cadena de mando en automático en la que 
las eventuales desviaciones de los implementadores obedecerían a anomalías ligadas a la 
búsqueda de sus propios intereses corporativos: mayor presupuesto, promoción laboral, 
etc. (Fuenmayor 2014). Esta visión es consustancial con el modelo principal-agente y con 
las reformas  de la NGP orientadas a sortear estas anomalías o divergencias a través de 
privatizaciones, la tercerización, la delegación a agencias públicas autónomas o subnacio-
nales operando bajo esquemas gerenciales de medición del rendimiento (Gofen 2014; Pollit 
y Sand 2011).El problema es que la realidad no suele operar de esa forma. Normalmente, 
está sujeta a la contingencia de diversos eventos y el comportamiento de actores difíciles 
de anticipar plenamente en el momento de la formulación.

7. Los factores, la contingencia y la brecha 

Existen tres factores centrales que sugieren un enfoque alternativo que conciba la formu-
lación y la implementación como momentos interactivos y esencialmente políticos. Estos 
son la mencionada ambigüedad de mandatos institucionales y/o de los objetivos de política 
pública; los elementos que gatillan la discrecionalidad de los implementadores; y la emer-
gencia estructuras de implementación con múltiples actores.
 Es habitual en el sector público la presencia de mandatos institucionales y obje-
tivos de política pública ambiguos e incluso conflictivos que condicionan el alineamiento 
entre la estrategia formulada y su implementación. Casos como el Sistema Nacional de 
Evaluación, Acreditación y Certificación de la calidad Educativa (SINEACE)14, un organismo 
regulador cuyas atribuciones están sujetas a debate por diferentes actores, reflejan la difi-

12. Su fundamentación está en los trabajos de Lasswell (1951) y Jones (1970).
13. Este modelo se sustenta en la Teoría de la Elección Racional y la Escuela Neoclásica.
14. Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad Educativa, organismo autónomo del 
sector educación.
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15. Un ejemplo de objetivos ambiguos es el referido a la función clave del Ministerio del Ambiente (MINAN) que 
señala su responsabilidad para “coordinar la implementación de la Política Nacional Ambiental con los sectores, los 
gobiernos regionales y los gobiernos locales” Ministerio del Ambiente (MINAN), pero no establece criterios específi-
cos sobre los debería sustentarse esta coordinación horizontal y vertical.

cultad para instrumentar una política sobre la que existe aparentemente pleno consenso, 
como es mejorar la calidad de la educación15. 
 Como señalan Rainey y Jung (2015), este tipo de mandatos en las OP afectan tres 
aspectos de su gestión: dirigir consistentemente sus actividades; evaluar la calidad de su des-
empeño y establecer sus prioridades frente a los intereses divergentes de los actores invo-
lucrados. La hipótesis es que las OP con alternativamente altos niveles de control político, 
focalizados en atender complejos problemas y/o totalmente dependientes de recursos públicos 
tenderán a tener mayores niveles de ambigüedad o conflictividad en su misión y mandato. 
 Lo mismo sucede con políticas públicas que incorporan valores y componentes 
que son difíciles de conciliar, como el desarrollo de una “minería que privilegie el acceso 
al agua, la preservación del medio ambiente y la inclusión (…) social de las comunidades 
de su entorno” (MEM). Esta situación también se presenta en programas con objetivos 
que tienden a superponerse y entrar en colisión -conceptualmente y en el territorio- con 
aquellos en curso en otros sectores. La asignación de lotes petroleros (sector energía) en 
áreas naturales protegidas (sector medio ambiente) en la Amazonía es un buen ejemplo 
analizado por Alza (2009). Estos casos expresan los amplios márgenes de interpretación 
sobre el significado preciso de mandatos institucionales u objetivos de política pública que 
se abren asiduamente a funcionarios u OP implementadoras. Como se puede colegir, la 
interpretación en el nivel operativo de dichos mandatos institucionales y objetivos tiene a 
menudo consecuencias políticas en la implementación, divergiendo significativamente con 
la estrategia original  formulada.
 El segundo factor es el asociado al rol de la discrecionalidad y su motivación entre 
los funcionarios más próximos a las actividades de prestación de servicios. Este fenómeno 
es analizado desde hace más de 30 años (Lipsky 1980), aunque su impacto se complejizó 
en la década de los 90 con las reformas de la NGP, como se analizará más adelante.
 Un punto aquí es si profesores, enfermeras, doctores, policías, trabajadores socia-
les y sus respectivos supervisores en terreno comparten el mismo enfoque que los formu-
ladores de las políticas públicas, tienen las prácticas e incentivos esperados o simplemente 
interpretan de la misma forma las intenciones de los primeros (Winter 2012). En términos 
generales, las causas sobre la discrecionalidad -en forma de adaptación, alteración o no 
ejecución de las actividades del plan estratégico- y la motivación subyacente de dichos 
funcionarios se organiza en torno a dos perspectivas vinculadas.
 La primera subraya que es el producto inevitable de la ya anotada ambigüedad de los 
objetivos de algunas políticas públicas (Rainey y Jung 2015; Pressman y Wildasky 1984; Lipsky 
1980; Brodkin 2003) que produce decodificaciones particulares por los implementadores. Esta 
perspectiva está directamente conectada al concepto de racionalidad limitada de Simon (1972). 
Ejemplos sobre cómo interpretar, materializar y evaluar políticas que buscan “crear empleo 
digno” o “fomentar la inclusión de niños con habilidades diferenciadas en la educación regular” 
suponen, más que seguir una instrucción o cumplir con un indicador.  Aquí lo determinante es 
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la aplicación de un criterio adecuado por los implementadores, que es bastante más com-
plejo que un protocolo para colocar una vacuna o una multa de tránsito (Hupe y otros 2014).
 Sin embargo, su carácter ineludible es consecuencia también de las diferentes 
percepciones, contextos institucionales y limitada información compartida entre formula-
dores e implementadores de las políticas públicas (Hupe y otros 2014; Keiser 2010; Hupe y 
Hill 2007). En esta línea argumentativa, el concepto de la cultura organizacional subyacente 
y las prácticas de gestión de las OP implementadoras son un elemento determinante (Bur-
nes 2014).
 La segunda perspectiva enfatiza que la divergencia es una elección deliberada 
que realizan estos funcionarios en base a una preferencia racional que maximiza su interés 
(Brodkin 2011; Ricucci 2005), como resultado de una elección ética que busca favorecer a 
los beneficiarios de un programa (Gofen 2014; Loyens y otros 2010) o en base a un criterio 
profesional/personal al percibirse que la política entra en contradicción con este (Gofen 
2014; Tummers 2011).
 En esta línea, hay estudios empíricos recientes en materias como educación, sa-
lud primaria, salud mental, bienestar social que cuestionan algunos de los supuestos bási-
cos del modelo principal-agente en implementación (Gofen 2014, 2013; Hupe y otros 2014; 
Brodkin 2011, 2007; Tummers 2011). En ellos, se sugiere que variables como el sector y pro-
grama específico, el contexto institucional (Ministerio del Gobierno Central, Gobierno Re-
gional o Municipalidad) y la profesión de los funcionarios pueden dar lugar a motivaciones 
diferenciadas (Gofen 2014; Hupe y otros 2014) no atribuibles a la búsqueda de preferencias 
corporativas.
 En este sentido, parece inherente a diversas políticas la discrecionalidad de los 
implementadores, y limitados los resultados por controlarlos usando los mecanismos del 
modelo burocrático clásico o los adaptados de la práctica empresarial. Ni más reducidos 
tramos de control (más jerarquía), la estandarización de procedimientos o una mayor aten-
ción sobre insumos del primero, ni la delegación, la tercerización o las privatizaciones del 
segundo parecen haber eliminado el problema.
 En América Latina ambas modalidades han sido experimentadas, aunque las vin-
culadas a la NGP han tenido mayor importancia en diversas políticas y programas estraté-
gicos en los últimos años. Un ejemplo al respecto, es la experiencia temprana del presu-
puesto por resultados con paquetes cerrados de productos y herramientas de intervención 
centralmente definidos para su implementación por diversos actores. Este tipo de aproxi-
mación, formulada por ministerios de hacienda ha terminado con frecuencia desdibujando 
roles y responsabilidades en la ejecución por parte de actores sectoriales y subnacionales 
sin alcanzar los resultados esperados (Kaufmann y otros 2015; Banco Mundial 2010).
 Como afirman estudios longitudinales, programas sociales y los mecanismos de 
la NGP por subordinar la discrecionalidad a los objetivos de la política pública terminan 
generando los mismos problemas bajo nuevas formas (Brodkin 2007). Así, el ritualismo 
burocrático en el cumplimiento de normas no está muy alejado del cumplimiento formal de 
indicadores de desempeño estipulados en convenios de gestión, contratos o en las “bue-
nas prácticas” que dan lugar a formas de isomorfismo mimético16 (Brodkin 2011). De esta 

16. Ver especialmente Pritchett y otros (2012) y Andrews (2013).
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manera, no existen mecanismos plenamente efectivos para regular discrecionalidad de los 
funcionarios que son la cara visible de las políticas públicas y que terminan generalmente 
dándole su forma final.
 El tercer factor que condiciona la implementación es la larga cadena de interac-
ciones que con frecuencia se requieren para la provisión final de ciertos bienes y servicios 
públicos. Aquí suelen intervenir diferentes OP, organizaciones privadas y sociales no sola-
mente con intereses divergentes sino también con rutinas de trabajo y lenguajes técnicos 
disímiles, y con enfoques diferenciados sobre cómo abordar los objetivos de política pública  
(Peters 2014; O´Toole 2012). Esto da lugar a mecanismos de coordinación y al desarrollo 
de estrategias de colaboración que conduce a que varios actores públicos jueguen un rol 
central, especialmente por la necesidad de alinear intereses, estilos de gestión y culturas 
organizacionales diferentes.
 Este contexto institucional fue parcialmente gatillado por las reformas liberales de 
las  décadas 1980 y 1990 que reconfiguraron el rol del Estado y los mecanismos de opera-
ción gubernamental. Fundamentalmente, se separaron la función política de la operacional, 
desconcentrando la acción hacia niveles subnacionales o agencias autónomas y promo-
viendo una mayor confianza en el mercado y en políticas basadas en instrumentos de mer-
cado (Saetren 2005; Barrett 2004). Ello generó progresivamente redes de políticas públicas 
que no sólo inciden en la formulación y diseño de las políticas públicas, sino que también 
participan en su puesta en operación. Con el tiempo, estas interacciones han constituido 
relaciones estables creando estructuras (Peters 2014) o contextos inter organizacionales de 
implementación definidos que desafían la capacidad de articulación y coordinación de los 
formuladores de las políticas públicas (O´Toole 2012).
 Básicamente, existen tres tipos de estructuras, según los actores que participan 
y el tipo de interacción que tiene lugar. En la primera, un programa gubernamental opera 
completamente dentro de los márgenes del sector público en una configuración horizon-
tal o vertical. En la horizontal, las OP del mismo nivel de gobierno son responsables de 
diferentes componentes, en términos de productos y actividades, en un mismo programa 
público. En este marco, la implementación involucra fundamentalmente mecanismos de 
coordinación que pueden complicarse si las OP son de diferentes sectores y por tanto res-
ponden a distintas autoridades políticas. En el esquema vertical o multinivel se articula un 
ministerio del nivel central con varios gobiernos regionales y/o locales. Aquí funcionan otros 
mecanismos de coordinación (Charbit 2011) o se presentan los problemas clásicos de eje-
cución cuando opera una jerarquía administrativa respondiendo a presiones contrapuestas 
de autoridades funcionales y territoriales.
 Un segundo tipo de estructura está marcado por la externalización de actividades 
de un programa público hacia actores privados cuya lógica de funcionamiento opera bajo 
la dinámica de principal-agente (Miller 2005) en la que los incentivos contractuales y finan-
cieros son definitorios. Una tercera estructura son redes con organizaciones de la sociedad 
civil que asumen una forma similar a la del sector privado. Sin embargo, en este caso, los 
actores no gubernamentales pueden estar interesados en el área de la política pública res-
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pectiva -género, salud, educación, etc.- pero no compartiendo el mismo enfoque sobre el 
programa público en el que actúan como implementadores.
 No obstante, si bien estas estructuras o su combinación producen arreglos institu-
cionales por medio de contratos, convenios de gestión y acuerdos programáticos y presu-
puestales, es evidente que están lejos de operar de forma armoniosa. Es aquí justamente 
donde se observa la tensión entre lógicas competitivas, pero también colaborativas en 
las estrategias de los actores públicos de las redes de políticas. En la práctica, en algunos 
programas públicos de carácter nacional que combinan las tres estructuras señaladas, es 
frecuente la existencia de más de un actor central tales como un ministerio sectorial, el 
Ministerio de Hacienda, el Congreso o gobernadores regionales ejerciendo funciones de 
coordinación o supervisión. Estos escenarios complejos hacen difícil pensar la implemen-
tación como un proceso controlado y programado en su plenitud ex ante por un formulador 
central y racional, como lo sugiere el enfoque convencional (David 2011; Boyne 2011).
 Ejemplos que reflejan los retos que enfrentan estas estructuras de implementa-
ción son programas de educación  como el de “Acompañamiento Pedagógico”; programas 
de infraestructura como el “Programa Provías Descentralizado” del Ministerio de Transpor-
tes y Comunicaciones, o programas sociales como “Qali Warma” del Ministerio de Desa-
rrollo e Inclusión Social.
 Ciertamente, esto no condiciona la necesidad de una formulación estratégica y 
programación relativamente centralizada con respecto a quién hace qué, cómo y cuán-
do, pero sí subraya la importancia de incorporar sustancialmente las perspectiva de los 
ejecutores y las restricciones efectivas que enfrentan. Por otro lado, lo anterior no pone 
en cuestión el hecho de que la implementación esté sujeta a la contingencia propia de 
sistemas complejos y, consecuentemente, una interacción profunda entre formuladores e 
implementadores sea imprescindible. Ello puede conducir a veces a ajustes profundos en 
la puesta en operación y al desarrollo de mecanismos simbólicos (normativos y políticos) 
y de gestión (prácticos) para que la planificación no termine siendo un enunciado formal 
(Peters 2014: 136-137). En otras palabras, el proceso de implementación es un proceso 
político sujeto a contingencias que condicionan la forma final de las políticas públicas como 
producto de los factores analizados.
 Por ello, Barrett (2004) sugiere que la implementación debe ser mirada como in-
tegral al proceso de las políticas públicas y como continuo al momento de la formulación, 
más que como un seguimiento administrativo. En ese sentido, la implementación puede 
conducir a la reformulación de la estrategia que la originó y, en ocasiones, a la redefinición 
de los objetivos mismos de la política pública. Lejos de ser un proceso lineal, la gestión es-
tratégica sería con frecuencia un proceso interactivo, con reiteradas “idas y vueltas” entre 
la formulación y la implementación. Esta influencia recíproca -que no excluye mecanismos 
de control- puede comprender procesos de negociación política (Barret 2004), la cons-
trucción de discursos legitimadores y mecanismos de comunicación para alienar la lógica 
e intereses de diversos actores (Shanahan y otros 2011), pero también mecanismos de 
coordinación multinivel para integrar prácticas de gestión diferentes (Charbit 2011; OECD 
2009). Sin estos mecanismos que acoplen a aquellos que buscan poner la política pública 
en efecto y aquellos de quienes depende la acción de hacerla efectiva, la brecha entre lo 
formulado y lo ejecutado será grande.
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8. Conclusiones

La aplicación de la gestión estratégica es parte de la ortodoxia en la gestión pública en las 
últimas décadas. Se trata de un proceso que promete impactar positivamente en el des-
empeño de las OP, fortalecer su capacidad para fijar objetivos y proporcionar consistencia a 
su acción considerando las oportunidades y restricciones de su entorno. Sin embargo, los 
resultados parecen no ser del todo concluyentes. Reconociendo las dificultades para definir 
y medir el desempeño en el sector público, así como los múltiples factores involucrados 
en la mejora del desempeño, se enfatiza que el principal problema de este instrumento es 
de orden conceptual en el enfoque convencional prevaleciente. Este problema tiene dos di-
mensiones: una débil teorización sobre cómo opera una OP dentro del Estado y un enfoque 
lineal y secuencial sobre su proceso de implementación.
 Con respecto a la primera dimensión, se sostiene que existe una perspectiva ba-
sada en cuatro supuestos básicos que es generalmente aplicada para desarrollar estrate-
gias asumiendo que las OP y su contexto son similares a aquellos del sector privado. En 
consecuencia, la complejidad en la forma como se definen las características políticas del 
contexto de las OP es normalmente soslayada. Se subraya la importancia de pensar estra-
tegias en el sector público en términos de lógicas tanto competitivas como colaborativas 
que son la expresión de acciones colectivas que operan dentro de las redes de políticas 
públicas. En este sentido, el desempeño y la formulación de la estrategia de las OP sería 
más comprensible desde un nivel de análisis intermedio que la vincule con tres dimensio-
nes: política, de política pública y organizacional.
 Con respecto a la segunda, se analiza que el enfoque convencional percibe a la for-
mulación y la implementación como etapas separadas de la gestión estratégica y en la que 
la ejecución opera como una traducción en automático de la planificación y centrada en una 
OP. Se analiza que existen al menos tres dimensiones que introducen una alta contingencia 
en la implementación de los programas y proyectos públicos que origina que sean procesos 
políticos complejos y no un simple monitoreo administrativo. Por lo anterior, se sugiere que 
la implementación sea mirada como un proceso continuo e interactivo al de la formulación 
y en el que crecientemente participan diversos actores públicos, privados y sociales.
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Chapter 10. Business ethics, social responsibility, and environmental sustainability

Source: Fred R. David, “How companies define their mission.” Long range planning 22, no. 3 (june 1988): 40.
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